San Nicolás de los Arroyos, 14 de Agosto de 2009.

 VISTOS: 


La recepción de las presentes actuaciones caratuladas "V., G. J. S/ AMPARO  - IOMA-PROFE", de trámite bajo el nº 747-2009, por ante esta Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás, que se encuentran en condiciones de resolver; y 

CONSIDERANDO que:

I. A fs. 63/65 el Dr. Juan Patricio Fay, abogado de Fiscalía de Estado, apeló la resolución de fecha 17 de junio de 2009 dictada por el Sr. Juez de trámite, del Juzgado Correccional nº 2 del Departamento Judicial Junín, notificada a su parte el día 18-06-09.


Fundamentó que el a quo declaró la extemporaneidad de la presentación del informe circunstanciado haciendo caso omiso a sus argumentos sobre la errónea notificación, violando el derecho de defensa de la Provincia de Buenos Aires, causando un gravamen de difícil reparación.


Indicó que la resolución en crisis diferencia esta acción de amparo del proceso común, apartándose del artículo 155 de la CPBA y haciendo primar una norma de rango inferior, el artículo 10 de la Ley nº 7.166.


Señaló que la notificación de la demanda fue realizada en Quintana nº 56 de Junín, violando normas legales y constitucionales.


Citó jurisprudencia. Dejó planteado el caso federal.


Solicitó se revoque la sentencia, con costas.


II. Corrido el traslado de ley, se presentó la actora y solicitó la confirmación de la resolución atacada por Fiscalía, entendiendo que la notificación de la demanda en el domicilio de la Fiscalía de Estado en la ciudad de La Plata, le implicaría cargar con la tarea de procurar el patrocinio de la demandada. 


Manifestó que la notificación se realizó en el lugar donde se efectuaron los trámites administrativos; refiere a los artículos 169 del CPCC, 155 de la CPBA, 10 de la Ley nº 7.166, 31 del decreto ley nº 7.543, y 5 de la Ley nº 13.928. 


Acentuó, con referencia a la nueva Ley de Amparo, que las disposiciones que regulan esta acción no pueden ser interpretadas de manera restrictiva o dilatoria para la tramitación expedita del proceso, y que los jueces están facultados para acelerar el trámite, mediante formas sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada. Cita doctrina.


III. El Magistrado de grado basó su resolución (fs. 58/62) en las aristas específicas de la acción de amparo, en su carácter excepcional y, por tanto, el requerimiento de un alto grado de prudencia y racionalidad en sus operadores. 


Así, dijo, que el vigente artículo 10 de la Ley nº 7.166 determina la participación del representante legal de la Fiscalía de Estado para dotar al organismo en cuestión de una correcta asesoría letrada, siendo responsabilidad del mismo su requerimiento, que ello surge claramente del vocablo "deberá".


Aclaró que la convocatoria es una carga o tarea del ente público, que no puede cargarse al actor con ella, y que la norma del artículo 31 del decreto ley nº 7.543 no puede ser utilizada en el caso en análisis; que igual postura debe adoptarse respecto del plazo para contestar la demanda dispuesto por dicha norma. 


Partiendo de su consideración (que resulta válida la notificación en la sede de la accionada), agregó que tanto IOMA como IOMA PROFE tienen habilitada una delegación o sucursal en la que se notificará la demanda, y que es en tal lugar donde se llevó a cabo la relación jurídica, y que no puede pretenderse ahora (cuando la cuestión requiere la intervención judicial) cambiar de modo unilateral el domicilio de la accionada, máxime teniendo en cuenta las especiales características de la acción impetrada.


Es, con base en tal razonamiento, que declaró extemporánea la presentación del informe circunstanciado allegado por la Fiscalía a fs. 51/54, no haciendo lugar al planteo de nulidad de la notificación de la demandada (formulado a fs. 55/57 y vta.) por no encontrarlo ajustado a derecho.


IV. Recibidos los autos por parte de esta Excma. Cámara, fueron devueltos al Juzgado de origen a los fines de la cumplimentación del artículo 59 del Código Civil; habiendo tomado intervención el Señor Asesor de Incapaces a fs. 74, fueron nuevamente allegados a este Organismo.


V. En tarea de resolver, hemos de considerar que el artículo 43 de la Constitución Nacional -según la reforma constitucional del año 1994- ha otorgado jerarquía constitucional a la acción de amparo. 


A nivel provincial, la Carta Fundamental se encuentra en concordancia con lo antedicho, al dar igual jerarquía a la garantía de amparo, a través de su artículo 20.


Dicha garantía se encuentra reglamentada por las leyes a las que infra se harán referencia.


En el caso, tenemos que la Sra. L. V. V. (en representación de su hijo menor G. J. V.) promovió acción de amparo contra el IOMA-PROFE (fs. 11/15) solicitando se la provea de una silla de ruedas con adaptaciones especiales en virtud de la grave patología que afecta a su hijo. 


Ordenado el traslado pertinente fue notificado en la Delegación de IOMA-PROFE de la localidad de Junín (confr. fs. 21/22).


Ahora bien, el artículo 10 de la Ley nº 7.166 establece que -cuando la acción de amparo fuere procedente- el Juez o Tribunal requerirá a la autoridad que corresponda un informe circunstanciado acerca de los antecedentes y fundamentos de la medida impugnada, deberá ser evacuado dentro del plazo prudencial que fije. 


Además dicha norma textualmente dispone: "Cuando se tratase de la Administración Pública Provincial, y se controviertan intereses fiscales, el accionado deberá requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado, por el funcionario letrado que ésta comisione al efecto".


Por su parte, el artículo 10 de la Ley nº 13.928 -con el alcance de la observación efectuada por Decreto nº 3.344/08-, refiere que "Si la acción fuese procedente, el Juez: 1) Requerirá de la Administración Pública un informe circunstanciado de los antecedentes y fundamentos de la medida impugnada."

A esta altura cabe decir que ambos textos normativos, a la luz de la observación del Ejecutivo Provincial realizada por conducto del Decreto Provincial nº 3.344/08, se encuentran en franca convivencia, siempre que ambos regímenes no se confronten, en cuyo caso -lo que, prima facie, resultaría obvio- es que resulta de aplicación la Ley nº 13.928, ya que ésta entró en vigencia para reemplazar en su totalidad a la Ley 7.166. 


Sin embargo, el Poder Ejecutivo al promulgar la norma estimó (ver considerandos del Decreto nº 3.344/08 y respecto de la Ley nº 13.928) no aconsejable la derogación lisa y llana de la Ley nº 7.166 (T.O. según Decreto nº 1.067/95) por resultar de aplicación supletoria en los aspectos no contemplados expresamente en el proyecto de ley sancionado.


Cabe señalar que el debate traído en apelación termina generando un análisis mayor al que, en principio, parecía provocar. 


En efecto, la comparación entre la Ley nº 7.166 y el proyecto de ley sancionado (antes de ser observado) revela que éste -además de generar importantes cambios en muchos aspectos- posee hasta una estructura interna y numeración diferente; a la vez que, por la extensión y alcance de las observaciones del Decreto del Poder Ejecutivo, es mayor aún la necesidad de avanzar en la compatibilización y/o armonización entre tales normas, por cuanto adquiere importancia la definición de "supletoriedad".


La temática del requerimiento del informe circunstanciado aparece, en ambas leyes, contemplada en sus respectivos artículos 10 (aunque en la más reciente se trata en los incisos del primer apartado). 


Empero, y a guisa de ejemplo, lo atinente a copias de demanda y documentación (segundo párrafo de la Ley nº 7.166) y ofrecimiento de pruebas por la contraparte del amparista (tercer párrafo de la Ley nº 7.166), no aparece disposición alguna con especificidad en la Ley nº 13.928, con lo cual lucen prima facie aplicables las normas expresas de la Ley nº 7.166 (puesto que también podrían ser consideradas como de primer orden de prelación supletoria las normas del CPCC).


En el caso concreto en examen, la Ley nº 13.928 (aún con las numerosas observaciones del Decreto que la promulgara) no contempla disposición alguna referente a la temática del artículo 10, párrafo cuarto, de la Ley nº 7.166 (texto según decreto ley nº 7.261/66); ergo, cabe colegir la subsistencia y aplicabilidad de tal párrafo, de la antigua Ley de Amparo cuya derogación expresa (prevista en el proyecto sancionado) fue observada en el Decreto de promulgación.


Dicho ello, nos encontramos con un instituto de rango constitucional, cuyo trámite está regulado por una ley especial, esto es, la Ley de Amparo; por tanto, sólo corresponde sujetarse a la letra de la misma en cuanto refiere a que: "...el accionado deberá requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado.." 

Es decir, el requerimiento por parte del Juez actuante, del informe circunstanciado, genera la carga procesal de ser respondido por la Administración accionada, siendo deber de ella el requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado.


También compartimos el decir de Carlos R. Tribiño ("El Fiscal de Estado", Editorial Ábaco, Bs. As., 2001, página 80), quien expresa: "Como se advierte en los juicios de amparo, el Fiscal de Estado no asume una intervención directa en el proceso, sino que su actividad se limita a suministrar el patrocinio letrado que impone la ley, y únicamente en los casos en que existan comprometidos intereses fiscales". 


Adunamos que el Decreto del Poder Ejecutivo Provincial nº 6.861 de fecha 7 de agosto de 1987 -B.O. 8 de setiembre de 1987, nº 27.074- dispone: "ARTÍCULO 1º.- En el supuesto del artículo 10 de la Ley 7166 (Texto según Decreto–Ley 7261/66), el accionado deberá requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado acompañando copia del pedido de informe, del escrito de demanda y de los documentos presentados por el actor, dirigiéndose al señor Fiscal de Estado, o en su caso, al delegado fiscal, dentro de las 5 horas a partir del momento en que tomó conocimiento del requerimiento de informes ordenado por el juez o tribunal. Asimismo, el accionado remitirá el informe aludido al citado Organismo, dentro de las 12 horas, contadas del mismo modo que el término anterior.- ARTÍCULO 2º.- El agente de la Administración Pública que incumpliese con la disposición precedente, será responsable por los perjuicios que su accionar pudiera ocasionar, además de las sanciones legales que correspondiere aplicarle.- ARTÍCULO 3º.- El presente Decreto será refrendado por el señor Ministro Secretario en el Departamento de Gobierno.- ARTÍCULO 4º.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése al Boletín Oficial y archívese."

Advertimos que no aparece contradictorio el aludido Decreto nº 6861/87 con las normas cuya interpretación -a los fines de su armonización- venimos realizando precedentemente, ya que resulta una norma de aplicación interna destinada a que la Fiscalía de Estado pueda cumplir con los plazos procesales en la contestación del informe circunstanciado en los procesos de amparo.


Esta mecánica viene a reconocer el régimen de notificación del informe circunstanciado en el domicilio del organismo requerido y no (tal como prevé el artículo 31 del decreto ley nº 7.543/69 -norma que, en el caso, no deviene necesaria ponderar en su razonabilidad respecto de otras cuestiones-) en el despacho del Fiscal de Estado; ello por tratarse de una más que razonable excepción legal que se corresponde con la naturaleza de la garantía constitucionalmente protegida y la urgencia de cada caso, frente a la extensión territorial bonaerense que implica tener que dirigirse -cada vez- a la ciudad de La Plata e independientemente del lugar ante el cual el proceso se esté llevando a cabo.


Por todo lo expuesto estimamos que debe confirmarse la resolución que declara la extemporaneidad de la presentación del informe circunstanciado y no hace lugar al planteo de nulidad de la notificación de la demandada formulado a fs. 55/57.


En atención de lo expuesto, y de conformidad con el estado de las actuaciones, esta Cámara RESUELVE: 

1º Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la accionada y confirmar la resolución de grado en lo que ha sido materia de agravio; -

2º Tener presente la reserva formulada por el apelante; -

3º Imponer las costas de esta instancia al recurrente vencido (artículo19 Ley nº 13.928 y 68 del CPCC).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase.

En 18-8-09, se libraron cédulas a: Fiscalía de Estado de la Prov. de Buenos Aires, Dr. Fay (demandada); Villalba, Dra. Perazzolo (actora). Conste. 

